STJSL-S.J. – S.D. Nº 103/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecisiete días de noviembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA – Llamado a integrar el Dr. NÉSTOR MARCELO MILÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ZANELLA HNOS. y CIA. SACIFI - CONCURSO PREVENTIVO - VERIFICACION DE CRÉDITO Nº 42 DE MUÑOZ PABLO FABIÁN - INC. DE REVISION - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD s/ RECURSO DE CASACION” - IURIX ICM Nº 4753/4.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I.- ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II.- ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del Código Procesal Civil?

III.- En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse, la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria que debe unificarse?
IV.- ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V.- ¿Cuál sobre las costas?

VI ¿Es procedente el Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto?

VII En su caso, ¿qué resolución corresponde dictar?

VIII ¿Cuál sobre costas?

CONSIDERACIONES COMUNES A AMBOS RECURSOS: Que el Sr. Pablo Fabián Muñoz a través de su apoderado, interpone recurso de revisión (art. 37 LCQ) contra la sentencia de Primera Instancia del día 8 de julio de 2004, solicitando que se verificara su crédito laboral por la suma de $ 25.039,54.- (pesos veinticinco mil treinta y nueve con cincuenta y cuatro centavos), con privilegio general y especial,  más intereses y que se lo excluyera del principio general de la suspensión de los intereses que establecía el art. 19 de la LCQ.

El Juez de Primera Instancia, al resolver el recurso de revisión declaró admisible el crédito del obrero, con privilegio general y especial, pero limitó el curso de los accesorios a los devengados con posterioridad al día 8 de julio de 2011, fundando su decisión en que desde dicho momento deben aplicarse las disposiciones del art. 19 de la Ley N° 26.684.

Que se apeló la resolución, agraviándose en primer lugar de que el Juez de grado no hizo lugar a los accesorios de su crédito por el periodo, comprendido desde la presentación del concurso preventivo y hasta la entrada en vigencia de la Ley.  Manifestó que el art. 19 de la ley N° 24.522 que establece, el principio de la suspensión de intereses desde la presentación del concurso, resultaba inaplicable al obrero en virtud de lo dispuesto por el art. 7 de la ley N° 24.285. Se argumentó además, que la aplicación al obrero de las disposiciones de la ley N° 24.284, fue avalado por la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos “Sullivan Silvia Mónica y Otros c/ Ultracomb Puntana SRL – Medida Cautelar – embargo preventivo – recurso extraordinario de inconstitucionalidad” (S.868.XLVI).

La Excma. Cámara de Apelaciones al resolver, rechazó el recurso del obrero y revocó la decisión apelada en lo que a los intereses concierne, determinando la suspensión de los mismos. (R.R. CIVIL Nº 244/2013)
A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que a fs. sub. 231, comparece el Dr. Federico A. González Pondal, en su carácter de revisionista e interpone  recurso de casación contra la Sentencia Nº 244/2013 de fecha 18 de septiembre de 2013 (fs. sub. 227/sub. 228vta), dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial.

Que corresponde en este punto, examinar el cumplimiento de los recaudos formales que hacen a la admisibilidad de la vía casatoria, y en consecuencia señalar que el recurso ha sido interpuesto y fundado en tiempo propio (Cfr. constancias de fs. sub. 230, sub.231 y sub. 243/249vta.).

A la par, ataca una sentencia definitiva de la Cámara de Apelaciones, siendo aplicable al recurrente la exención contemplada en el art. 290 del CPC y C.
Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que a fs. sub 243/sub.249 vta., obran los fundamentos del mismo, en donde luego de realizar una breve reseña de los antecedentes de la causa, bajo el punto II. DE LOS AGRAVIOS DE ORDEN CONSTITUCIONAL, invoca la causal del inc. a) del art. 287 del CPC y C., afirmando que la Excma. Cámara de Apelaciones ha aplicado una norma que no corresponde (art. 19 LCQ), que se apartó del derecho vigente, lo que ocasionó un perjuicio al obrero por cuanto le produce confiscación de su crédito, omitiendo aplicar al obrero las disposiciones de la Ley Nacional N° 24.285 que ratificó el Convenio N° 173 de la OIT, y como consecuencia de ello, le impone el principio general de la suspensión de intereses con fundamentos aparentes ya que, se ha apartado injustificadamente del derecho vigente y ha soslayado la especialidad del crédito del obrero, dictando en consecuencia, un pronunciamiento irrazonable, arbitrario e infundado.

Destaca que por su carácter alimentario, el crédito laboral es protegido por la Constitución de una manera especial, lo propio ocurre en la Constitución Provincial con los arts. 58, 59, 60, y 61, que consagran la jerarquía constitucional de los diversos derechos del trabajador. 

Continúa diciendo, que la Excma. Cámara prescindiendo de reconocer la especialidad del crédito del obrero, al resolver, se remite al art. 19 de la LCQ, con lo que ha aplicado en autos una norma que no correspondía, apartándose así de lo dispuesto por una Ley Nacional (Ley N° 24.285), de mayor jerarquía y directamente aplicable al caso (supuesto previsto en el art. 287 inc. a) del CPC y C).
Enfatiza que, nuestro país ha ratificado convenios internacionales que dan directivas a seguir y constituyen verdaderos principios rectores que no pueden ser ignorados por los jueces al resolver.

Afirma que el fallo recurrido, al no aplicar las disposiciones de la ley N° 24.285 (que ratifica el convenio de la O.I.T.), ha desconocido el orden jerárquico establecido por los arts. 31 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, porque la referida ley regula la protección de los créditos laborales en caso de insolvencia del empleador.

2) Que corrido el traslado de rigor – fs. sub. 250 y vta. - a fs. sub. 252/sub.254 vta., la concursada contesta traslado y solicita el rechazo del recurso.

3) A fs. sub. 287/sub.288, contesta vista el Sr. Procurador General opinando que el recurso de casación intentado resulta parcialmente procedente, en virtud de los fundamentos que allí expone y que tengo por reproducidos.

4) Que entrando al análisis de la cuestión traída a estudio, cabe señalar de modo preliminar, que el recurso de casación constituye una vía de impugnación extraordinaria, por la que se denuncian ante el Máximo Tribunal fallas en la interpretación y aplicación de derecho, y se busca que la Corte declare cual es el correcto derecho aplicable, esto es, cual es en definitiva la solución que corresponde dar al caso sometido a decisión de los tribunales. (Cfr. Morello Augusto M. Sosa, Gualberto L. y Berizonce Roberto O. Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y anotados, Plantense – Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1988, t. III, p. 493).

Que en esta inteligencia, corresponde resaltar –tal como lo señala el recurrente- que este Superior Tribunal ya se pronunció sobre el derecho aplicable a la cuestión traída a resolver en autos “SULLIVAN, SILVIA MONICA y OTROS c/ ULTRACOMB PUNTANA S.R.L. -MEDIDA CAUTELAR- EMB. PREVENTIVO - RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONSTITUCIONALIDAD” Expte. Nº 14-S-08, IURIX 194736/10.” (STJSL–S.J.-S.D. Nº 108/13, del 20/11/2013), en los que consideró: “que le asiste razón a la recurrente en cuanto la Cámara Laboral Nº 1 aplicó a los obreros la norma general (Ley Nº 24.522) sin fundamentar porqué se apartó de la norma especial al efecto, la Ley Nº 24.285, de mayor jerarquía constitucional.”, y en consecuencia fallo: “hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto por las actoras, en razón de que la Sentencia de la Excma. Cámara en lo Laboral Nº 1 R.L. Laboral Nº 61/07 omitió aplicar la normativa vigente al caso concreto, la Ley Nº 24.285 que ratifica el Convenio Colectivo Nº 173 de la OIT.”

Que a los fundamentos expuestos en el precedente citado – a los que corresponde remitir- cabe sumar lo decidido por la CSJN, respecto a la aplicación del Convenio 173 de la OIT por parte de los Tribunales locales: “Como puede apreciarse, las claras directivas contenidas en la norma respecto del alcance de la protección que debe otorgarse al crédito laboral ante un supuesto de insolvencia del empleador, no son de carácter meramente programático sino que pueden ser directamente aplicadas a los casos concretos en el ámbito local sin necesidad de que una medida legislativa, adicional a la ratificación ya acordada al instrumento internacional, les confiera operatividad. Con la ratificación por el Congreso del Convenio Nº 173 de la 01T, mediante la citada ley 24.285, sus normas se incorporaron al sistema jurídico argentino, con un rango superior al de las leyes (art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional) lo que determinó el desplazamiento de las pautas legales vigentes hasta ese momento. que se opusiesen o no se ajustasen a ellas. Tal circunstancia descalifica el argumento de la cámara relativo a la necesidad de armonizar las reglas del derecho local y las internacionales como requisito indefectible para admitir la aplicación de estas.” (Corte Suprema de Justicia de la Nación. 26-mar-2014. Pinturas y Revestimientos aplicados S.A. s/ quiebra. Cita: MJ-JU-M-85149-AR| MJJ85149 | MJJ85149, en www.microjuris.com.ar, acceso el 21/11/14).

Es así, que bajo tales lineamientos, este Superior Tribunal ha resuelto: “La Corte ha merituado que al estar frente a un tratado ratificado por la República Argentina, nuestro país se obliga a que sus órganos administrativos y judiciales lo apliquen…este tipo de instrumentos, en tanto ratificados por nuestro país, forman parte de los tratados a los que el artículo 75, inciso 22, primer párrafo, de la Constitución Nacional les confiere una jerarquía superior a las leyes.” (STJSL. S.J. 48/14, “BURANI ALEXIS DAVID y OTROS c/ CIRCUS SAN LUIS s/ LABORAL – RECURSO DE CASACION”. Expte. Nº 25-B-13 – IURIX Nº 188564/10)
Conforme a lo expuesto, y encontrándose configurada la causal prevista en el inc. a) del art. 287, corresponde abrir la vía casatoria y resolver el caso aplicando las disposiciones de la Ley N° 24.285 (art. 7), en cuanto ratifica el Convenio N° 173 de la OIT sobre Protección de los Créditos Laborales en caso de Insolvencia del Empleador.

Por ello VOTO, a esta SEGUNDA y TERCERA  CUESTION por la AFIRMATIVA. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, RESUELVO: Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el revisionista, y con fundamento en las disposiciones de la Ley Nº 24.285, que ratifica el Convenio Colectivo Nº 173 de la OIT; aplicar al monto de la condena fijado en la sentencia  N° 125/2012 de fecha 7/06/12 -fs. sub. 132/sub.135-, los intereses desde la fecha en que aquellos debieron abonarse y hasta la fecha de su efectivo pago, los que deberán calcularse conforme la tasa activa que informe el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de descuento que se encuentren en mora. STJSL-S.J. - S.D. Nº 025/14 “ROVIRA ANAVELA TERESA c/ MUNICIPALDIAD DE VILLA MERCEDES s/ DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA” IURIX Nº 183859/9.  ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Las costas se imponen a la concursada vencida. (art. 68 CPC y C.). ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

A LA SEXTA y SEPTIMA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que a fs. sub. 233/sub. 239 vta., la revisionista interpone recurso extraordinario de inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, contra la resolución de la Excma. Cámara de Apelaciones R.R. Civil Nº 244/13, de fecha 18 de septiembre de 2013 (fs. sub.227/sub. 228vta), el cual es concedido por Auto Interlocutorio R.R. Civil Nº 65/2014 de fecha 18/03/2014 (fs. sub.258).-
Que a fs. sub. 262/sub. 270, obran los fundamentos del mismo, en los que luego de realizar una breve reseña sobre los antecedentes de la causa, bajo el punto 2) DE LOS AGRAVIOS DE ORDEN CONSTITUCIONAL expresa que, la sentencia definitiva resulta arbitraria por cuanto su decisión contraría lo dispuesto por una norma de orden público contenida en una ley federal y lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos “Sullivan, Silvia Mónica y Otros c/ Ultracomb Puntana S.R.L. -Medida Cautelar- Embargo Preventivo – Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad” , por lo que viene a impugnarlo por la causal no reglada de arbitrariedad.

Destaca en primer término que, este gravamen irreparable por violación de las garantías constitucionales de propiedad, debido proceso, defensa en juicio, derechos del trabajador y principios de supremacía constitucional, amparados por los arts. 10, 16, 35, 43 y 58 de la Constitución de la Provincia y arts. 14, 14 bis, 17, 18 y 31 de la Constitución de la Nación, aparece con la sentencia de Alzada, de allí que la arbitrariedad se presente sorpresiva, por lo que no era razonablemente previsible. 

En el punto 2.1) LA ARBITRARIEDAD DEL FALLO, manifiesta que la sentencia atacada se muestra arbitraria, por cuanto no constituye derivación razonada del derecho vigente y no aplica la doctrina del Máximo Tribunal Nacional.

Agrega que, la interpretación del fallo de la CSJN que efectúa el Tribunal resulta equivocada, y que la CORTE CONSIDERA QUE LA LEY N° 24285 RESULTA DIRECTAMENTE APLICABLE y CONDUCENTE A EFECTOS DE RESOLVER LA CONTROVERSIA planteada en autos. Que el fallo atacado, en tanto resuelve suspender los accesorios del crédito obrero, desde su presentación al concurso, contrariando lo dispuesto por la ley N° 26684, resulta arbitrario y debe revocarse.

Bajo el punto 3.) AGRAVIO CONSTITUCIONAL señala que, el fallo de Segunda Instancia, en tanto ha aplicado al obrero el principio de la suspensión de los intereses establecidos en el art. 19 de la LCQ, omitiendo la legislación especial citada, importa en la práctica, la confiscación de su crédito en abierta oposición al mandato legal de tutelar el valor de su acreencia.

Afirma que, el fallo cuestionado, en forma irrazonable, en contra de la legislación especifica en la materia (ley N° 24.285) directamente aplicable al caso, viene a posibilitar que se despoje al trabajador de la suma de $ 54.028,69.- (pesos cincuenta y cuatro mil veintiocho con sesenta y nueve centavos), que corresponde al 215,76 % de intereses, cuya aplicación de la activa surge del criterio sustentado por el Superior Tribunal en fallo “GOMEZ, ADRIANA c/ A.M.P.P.A.R.E. – COBRO DE PESOS – EMBARGO PREVENTIVO – RECURSOD E INCONSTITUCIONALIDAD (STJSL-S.J. Nº 56/06).

2) Que corrido el traslado de rigor –fs. sub. 271–, a fs. sub. 273/sub. 276 vta, la concursada contesta el mismo y solicita el rechazo del recurso extraordinario de inconstitucionalidad interpuesto.-

3) Que a fs. sub. 278/sub. 280 vta., obra el dictamen del Sr. Procurador General, el cual se expide sobre la procedencia del recurso de casación intentado, en virtud de los fundamentos que allí expone y que doy por reproducidos.

4) Que atento, a que el presente recurso comparte los mismos agravios que el recurso de casación antes analizado, deberá estarse a lo ya resuelto en las cuestiones previas, no correspondiendo su tratamiento.
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a estas SEXTA y SEPTIMA CUESTIÓN.-
A LA OCTAVA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Costas a la concursada. ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, noviembre diecisiete de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el revisionista, y con fundamento en las disposiciones de la Ley Nº 24.285 que ratifica el Convenio Colectivo Nº 173 de la OIT, aplicar al monto de la condena fijado en la sentencia N° 125/2012 de fecha 7/06/12 -fs. sub. 132/sub.135- los intereses desde la fecha en que aquellos debieron abonarse y hasta la fecha de su efectivo pago, los que deberán calcularse conforme la tasa activa que informe el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de descuento que se encuentren en mora. 
II) Costas de la Casación a la concursada vencida. (art. 68 CPC y C).
III) Atento como se resolvió el Recurso de Casación, corresponde declarar abstracto el tratamiento del Recurso de Inconstitucionalidad.- 
IV) Costas del Recurso de Inconstitucionalidad planteado a la concursada. 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, por encontrarse excusado. 

                                                                                                                                 ///…

///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres., OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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